
Matriz de marco lógico del proyecto
La matriz de marco lógico evolucionará durante el ciclo de vida del proyecto: pueden añadirse nuevas líneas para enumerar las nuevas actividades, así como nuevas columnas para los objetivos intermedios (hitos) cuando proceda, y se actualizarán regularmente los valores en la columna prevista a efectos de notificación (véase «valor actual»).

	
	Cadena de resultados
	Indicadores
	Base de referencia

(incl. año de referencia)
	Valor actual

Fecha de referencia
	Objetivos

(incl. año de referencia)
	Fuentes y medios de verificación
	Hipótesis de partida

	Objetivo global: Impacto
	Papel reforzado de la sociedad civil en la lucha contra la tortura y la impunidad en México por medio del control, la promoción, la investigación y la prestación de servicios de rehabilitación integral.
	La sociedad civil mexicana es capaz de exigir responsabilidades al Gobierno por la implementación del nuevo marco legal sobre la tortura:
	En 2017, la sociedad civil mexicana no dispone de medidas de supervisión objetivas ni de herramientas o capacidad legales eficaces.
	
	Para 2020, la sociedad civil mexicana ha implicado al Gobierno en la implementación eficaz del marco legal contra la tortura, ha puesto a prueba el nuevo sistema a través de medios judiciales y ha permitido que las víctimas rehagan su vida tras la tortura.
	Informes de instituciones locales (CNDH), regionales (CIDH) e internacionales (Convención de las Naciones Unidas Contra la Tortura, Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Tortura, Examen Periódico Universal), órganos supervisores y ONG nacionales e internacionales
	N/D

	Objetivo(s) específico(s):

Repercusión(ones)
	Rp 1: Implementación reforzada del nuevo marco legal sobre la tortura en relación con la investigación y la rehabilitación. 


	% de las disposiciones relativas a investigación y rehabilitación en el nuevo marco legal sobre la tortura que están plena o casi plenamente implementadas
	0%.

	
	Más del 30%.
	Evaluaciones a cargo de ONG que utilizan el sistema de medición de la Convención Contra la Tortura; informes de instituciones locales (CNDH), regionales (CIDH) e internacionales (Convención de las Naciones Unidas Contra la Tortura, Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Tortura, Examen Periódico Universal), órganos supervisores y ONG nacionales e internacionales.
	El Gobierno muestra una voluntad política sostenida y asigna un presupuesto suficiente.

	
	Rp 2: Derecho mejorado de las víctimas a la reparación, aumentando para ello el acceso a pruebas médico-legales (físicas y psicológicas) de torturas. 


	% de incremento de la capacidad de la Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura para producir informes médico-legales que cumplan los estándares internacionales.
	La financiación actual permite 10 en 2018 y 1 en 2019.
	
	Incremento de al menos un 80% en 2018 y un 800% en 2019.
	Informes internos de ONG, sentencias de tribunales nacionales, correspondencia con víctimas o con sus representantes, comprobaciones de calidad a cargo de expertos del IFEG sobre los informes médico-legales preparados por los miembros de la Red.
	Los órganos judiciales son independientes y aplican correctamente la ley. La Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura recibe una financiación suficiente.

	
	Rp 3: Mayor apoyo a las víctimas por medio de servicios de rehabilitación integral en todo México.


	Nº de víctimas (al menos el 50% de las cuales son mujeres o víctimas de violencia sexual y de género) que reciben servicios de rehabilitación; nº de ubicaciones en regiones desatendidas donde están disponibles servicios de rehabilitación.
	La situación inicial estará disponible una vez que se hayan seleccionado los beneficiarios de apoyo económico.
	
	245 victimas a lo largo de dos años; al menos 5 ubicaciones en regiones desatendidas.
	Informes internos de ONG, historiales clínicos, información aportada por las víctimas.
	Los proveedores de servicios garantizan una financiación sostenida y pueden mantener sus operaciones. Las víctimas quieren presentarse y se puede garantizar su seguridad.

	Realizaciones
	Rz 1.1: La sociedad civil supervisa de manera sistemática la aplicación de las leyes basándose en unos indicadores de rehabilitación.


	Nº de sistemas de indicadores adecuados producidos y utilizados por las organizaciones de la sociedad civil para supervisar la implementación del nuevo marco legal.
	0.
	
	Producción de un conjunto de indicadores adaptados a nivel nacional que consideren la perspectiva de género, que sean adoptados por las partes interesadas y aplicados en uno o varios informes de supervisión. 
	Actas de talleres [por el CCTI tras el taller]; intercambios con partes interesadas pertinentes a nivel nacional, regional e internacional [por el CCTI y el IRCT a lo largo de todo el proyecto]; informes de ONG [por el CCTI].
	El gobierno y otras partes interesadas relevantes responden positivamente a las propuestas de la sociedad civil y se comprometen con la implementación de la ley. Los indicadores se perciben como una herramienta útil y pertinente.

	
	Rz 1.2: Los responsables de la toma de decisiones reciben recomendaciones para mejorar la documentación forense y los servicios de rehabilitación.


	Nº de disposiciones del nuevo marco legal sobre la tortura de los cuales se conoce su estado de implementación; nº de recomendaciones producidas por la sociedad civil y dirigidas a las correspondientes agencias gubernamentales.  
	0. 
	
	Una valoración sistemática de la documentación forense y de la rehabilitación está disponible públicamente; nº de recomendaciones transmitidas a las agencias gubernamentales. 
	Análisis escrito [por el CCTI y el IRCT durante el segundo año y por el evaluador externo al término del proyecto]; actas de reuniones y comunicaciones con partes interesadas [por el CCTI tras la actividad].
	El Gobierno y otras partes interesadas pertinentes empiezan a implementar la ley y tienen voluntad de colaborar con la sociedad civil durante este proceso. 

	
	Rz 1.3: Amplio debate sobre las políticas públicas y sensibilización.


	Nº de partes interesadas relevantes, estatales y no estatales, que colaboran de manera pública o privada con asociados del proyecto en materia de documentación y rehabilitación; nº de medios que informan acerca de la implementación de la ley en relación con las actividades de promoción.
	0 reuniones de momento; actualmente los principales medios de comunicación cubren los casos de tortura, pero no la rehabilitación. 
	
	50 participantes estratégicos; varios medios cubren labores de investigación y/o rehabilitación. 
	Actas de talleres [por el CCTI tras el taller]; medios de comunicación [por el CCTI tras el taller y durante todo el proyecto]; informes de reuniones y notas de prensa [por el CCTI y el evaluador externo].
	El Gobierno mexicano y partes interesadas relevantes tienen en cuenta las recomendaciones de la sociedad civil y se comprometen a seguirlas.

	
	Rz 1.4: El Examen Periódico Universal del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas consideró prioritarios la investigación efectiva y el derecho a la rehabilitación durante su revisión de México para 2018.


	Nº de recomendaciones relacionadas con la investigación eficaz y la rehabilitación incluidas en la documentación del EPU y tratadas en las preguntas o recomendaciones formuladas durante el examen. 
	Dado que cada examen es un proceso nuevo, aún no se han formulado recomendaciones. 
	
	Varias recomendaciones específicas que cubran tanto la investigación eficaz como la rehabilitación.
	Resumen EPU de documento informativo de partes interesadas [disponible públicamente antes de la sesión del 18/11]; informe del Grupo de Trabajo del EPU [durante la sesión del 18/11]; informe de la XL Sesión del Consejo de Derecho Humanos de las Naciones Unidas [disponible públicamente en la web del EPU el 19/1]; respuesta del Gobierno mexicano aceptándolas o no [disponible públicamente en la web del EPU el 19/3].
	El Grupo de Trabajo del EPU adopta las recomendaciones pertinentes y el Gobierno mexicano se compromete de manera constructiva con el proceso del EPU. 

	
	Rz 2.1: La Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura se ha visto reforzada desde un punto de vista institucional; la Red crece con 20 nuevos miembros. 


	
Existencia de una estructura formal y autonomía de la Red; nº de miembros; cobertura geográfica de la Red.
	La Red es informal y depende del CCTI; 25 miembros; los miembros se agrupan principalmente en Ciudad de México y en Chihuahua, Oaxaca, Coahuila, Estado de México, Guerrero, Veracruz, Chiapas.
	
	La Red se formaliza y demuestra liderazgo; 45 miembros; la Red cubre nuevas regiones como Michoacán, Nuevo León, Guadalajara o tiene más miembros en regiones como Chihuahua, Guerrero y Oaxaca, Chiapas.
	Actas de reuniones [por el CCTI en paralelo a las formaciones]; comunicación interna y externa [de la Red, durante todo el proyecto]; comentarios aportados por miembros de la Red y por partes interesadas externas [por el CCTI y el evaluador externo al término del proyecto]; correspondencia en relación con la membresía (solicitud, invitación y aceptación) [por la Red y el CCTI a lo largo de todo el proyecto].
	Miembros de la Red mantienen su compromiso con el trabajo y pueden operar sin riesgo de represalias.

	
	Rz 2.2: 45 profesionales sanitarios y legales han mejorado la capacidad de documentar la tortura de acuerdo con las disposiciones del Protocolo de Estambul.


	Nº de miembros de la Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura que han mejorado su capacidad para aplicar de forma sistemática la metodología y la estructura de información indicadas en el Protocolo de Estambul, así como las destrezas específicas de documentación aprendidas durante las formaciones.
	20 miembros actuales tienen una comprensión avanzada del Protocolo de Estambul; 25 miembros futuros tienen un conocimiento básico del Protocolo de Estambul. 
	
	20 miembros actuales tienen una comprensión más sofisticada del Protocolo de Estambul; 25 miembros futuros tienen un conocimiento del Protocolo de Estambul basado en la experiencia.
	Cuestionarios de evaluación 

[por el IFEG antes y después de las formaciones]; informes de supervisión y orientación [por expertos del IFEG a lo largo de todo el proyecto]; comprobaciones de calidad sobre los informes médico-legales preparados por miembros de la Red [por expertos del IFEG tras la revisión de cada caso].
	Las víctimas se presentan para emprender acciones legales y que miembros de la Red documenten sus casos. 

	
	Rz 2.3: Se preparan 16 evaluaciones médico-legales estratégicas de víctimas de acuerdo con el Protocolo de Estambul y se utilizan en procedimientos legales nacionales y en acciones de promoción. 


	% de aumento de la capacidad de la Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura para producir informes médico-legales que cumplan los estándares internacionales, y su uso en labores de promoción incluidos, si fuera posible 5 casos de víctimas de violencia sexual y de género.
	La financiación actual permite 10 en 2018 y 1 en 2019. 
	
	Incremento de al menos un 80% en 2018 y un 800% en 2019, incluidos si fuera posible 5 casos de víctimas de violencia sexual y de género en 2018-2019.
	Documentos presentados ante tribunales nacionales [por el CCTI tras cada presentación por miembros de la Red]; materiales de promoción utilizados por el CCTI y por la Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura [por el CCTI y el evaluador externo al término del proyecto].
	Los tribunales nacionales responden de manera positiva al uso de documentación forense. Se sienta jurisprudencia positiva.

	
	Rz 2.4: Se están llevado a cabo declaraciones periciales, informes de amicus curiae o revisiones secundarias de pruebas y se están enviando a tribunales nacionales y regionales.


	Nº de declaraciones periciales, informes de amicus curiae o revisiones secundarias de pruebas llevados a cabo y enviados a tribunales nacionales y regionales.
	0.
	
	2-4.
	Documentos presentados ante tribunales nacionales y regionales [por el IRCT tras cada presentación]; publicación de opiniones periciales jurídicas y médicas internacionales o declaraciones de expertos mundiales [por el IRCT tras cada publicación].
	Los tribunales nacionales y regionales responden de manera positiva al uso de documentación forense. Se sienta jurisprudencia positiva.

	
	Rz 3.1: 70 víctimas de torturas, incluidas víctimas del caso de Ayotzinapa, reciben apoyo legal y rehabilitación en Ciudad de México y en Guerrero.


	Nº de víctimas de tortura, incluidas al menos el 40% de mujeres y/o víctimas de violencia sexual y de género, que reciben apoyo jurídico y de rehabilitación en Ciudad de México y Guerrero; nº de víctimas del caso de Ayotzinapa que reciben apoyo específico.
	La financiación actual permite 25 víctimas en 2018; la financiación actual permite 0.
	
	95 víctimas de la tortura en 2018 y 2019, al menos el 40% de las cuales mujeres; 25.
	Historiales clínicos inscritos en la Base de Datos Contra la Tortura [por el CCTI cada 6 meses y por el evaluador externo al término del proyecto]; informes anuales del CCTI [por el CCTI y el evaluador externo al término del proyecto].
	Víctimas de la tortura, incluidas víctimas del caso de Ayotzinapa, buscan los servicios legales y de rehabilitación del CCTI. 

	
	Rz 3.2: Las víctimas de la tortura reciben apoyo legal y rehabilitación en otros lugares con elevada prevalencia de torturas.


	Nº de organizaciones de la sociedad civil en regiones desatendidas de México con elevada prevalencia de torturas que son capaces de prestar servicios legales y de rehabilitación antes y después del proyecto; nº de víctimas de la tortura, incluidas mujeres y víctimas de la violencia sexual y de género, que reciben apoyo en estos centros.
	La mayoría de organizaciones locales de la sociedad civil carecen de la capacidad técnica o económica para prestar servicios adaptados a las necesidades de las víctimas de la tortura; el numero de víctimas a las que prestan apoyo (incluidas mujeres y víctimas de la violencia sexual y de género) se conocerá cuando se reciban las solicitudes de apoyo. 
	
	Al menos 5 organizaciones de la sociedad civil; Hasta 175 víctimas de la tortura más, incluidas hasta 85 mujeres y víctimas de la violencia sexual y de género.
	Documentos de procesos internos [por el CCTI a lo largo de todo el proyecto]; historiales médicos [por el CCTI al recibir los formularios de información]; informes anuales de organizaciones de la sociedad civil apoyadas [por el CCTI al término de los respectivos años].
	Las víctimas de la tortura buscan los servicios legales y de rehabilitación de las organizaciones de la sociedad civil. 

	Actividades
	Actividades:

A1.1.1: Taller con partes interesadas nacionales relevantes en México

A1.1.2: Producción de indicadores adaptados a nivel nacional

A1.1.3: Divulgación de los indicadores entre partes interesadas nacionales 

A1.2.1: Desarrollo de una estrategia nacional de concienciación y promoción

A1.2.2: Análisis escrito del estado de la implementación del derecho a la rehabilitación y a una investigación eficaz

A1.3.1: Presentación de un informe sobre el estado de la implementación

A1.3.2: Reuniones con responsables de la toma de decisiones a nivel nacional y estatal para promover una mejora de la implementación

A1.4.1: Redacción de un informe sobre el EPU y de otros materiales de promoción

A1.4.2: Actividades de promoción con embajadas en México

A1.4.3: Visita de promoción a Ginebra

A1.4.4: Promoción nacional para la aceptación de las recomendaciones

A1.4.5: Reunión de partes interesadas para discutir la implementación de las recomendaciones del EPU en materia de tortura y malos tratos
A2.1: Suministro de apoyo organizativo a la Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura.

A2.2.1: Formaciones sobre documentación médico-legal para los 25 miembros actuales de la Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura. 

A2.2.2: Formaciones sobre documentación médico-legal para los 20 nuevos miembros de la Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura.

A2.3.1: Investigación y redacción de informes médico-legales en hasta 16 casos
A2.3.2: Tareas de supervisión a cargo del Grupo Internacional de Expertos Forenses.

A2.4: Investigación y producción de otros tipos de intervenciones forenses en hasta 4 casos

A3.1. Prestación de servicios de rehabilitación integral a las víctimas de la tortura, incluidas las víctimas del caso de Ayotzinapa.

A3.2. Prestación de apoyo económico a otros centros no gubernamentales para ampliar la disponibilidad de servicios en otras regiones.
	Medios:

Todas las actividades:

· Personal: CCTI: 1 oficial de proyecto para la coordinación general del proyecto y 1 oficial de finanzas para la gestión financiera del proyecto; IRCT: 1 oficial de promoción que actúe como punto de coordinación para el proyecto y 1 oficial de finanzas para la gestión financiera del proyecto. Consultoría: 1 evaluador externo; 1 auditor.

· Desplazamiento: Vuelo a México y dietas para el evaluador externo.

· Servicios: Servicios financieros (comisiones bancarias) y de comunicaciones (portátil, teléfono, acceso a internet).

Actividades bajo el resultado 1:

· Personal: CCTI: 1 abogado/oficial de promoción; IRCT: 1 oficial de promoción; Consultoría: 1 experto para el desarrollo de indicadores. 

· Desplazamiento: Vuelos a México y dietas para personal del IRCT y experto; Vuelos a Ginebra y dietas para personal del CCTI y del IRCT; Transporte local a Ciudad de México (taller sobre indicadores y presentación de conclusiones) para los participantes.

· Instalaciones: Sala de reuniones y servicios para taller sobre indicadores, presentación de conclusiones y reunión con embajadas y partes interesadas nacionales.

· Estudios: Producción de un sistema de indicadores y un informe sobre el EPU a cargo del CCTI; Producción a cargo del CCTI y edición e impresión de un análisis legal.

· Servicios: 1 intérprete (taller), 1 traductor (indicadores y análisis legal).

Actividades bajo el resultado 2:

· Personal: CCTI: 1 abogado/oficial de promoción; IRCT: 1 oficial de promoción; Consultoría: expertos del IFEG para experiencia pericial, formaciones y supervisión; Tarifas para expertos forenses locales; Tarifas para la Secretaría del IFEG (IRCT).

· Desplazamiento: Vuelos a México y dietas para expertos del IFEG; Transporte (formaciones PdE) para expertos forenses; Transporte (documentación) para víctimas: Transporte (documentación) para expertos forenses

· Formación: 2 sesiones de formación a la Red Nacional de Peritos y Expertos Independientes Contra la Tortura a cargo de expertos del IFEG.

· Instalaciones: Sala de reuniones y servicios para las formaciones.

· Estudios: Preparación de hasta 20 informes de documentación forense.

· Servicios: 1 intérprete (documentación), 1 traductor (materiales de formación).

Actividades bajo el resultado 3:

· Personal: CCTI: 1 psicólogo y 1 médico para servicios de rehabilitación, y 1 abogado para apoyo jurídico; IRCT: 1 oficial de subvenciones.

· Desplazamiento: Transporte a diversas regiones de México para personal del CCTI; Transporte desde diversas regiones hasta Ciudad de México para beneficiarios de subvenciones.

· Servicios: Prestación de apoyo económico a organizaciones de la sociedad civil.
Costes

1. Salarios de personal local: 89.520 EUR

2. Salarios de personal internacional: 56.710 EUR

3. Dietas: 30.860 EUR

4. Viajes internacionales: 15.200 EUR

5. Transporte local: 18.340 EUR

6. Publicaciones: 6.200 EUR

7. Estudios, investigaciones: 48.430 EUR

8. Auditoría: 7.000 EUR

9. Evaluación: 10.000 EUR

10. Traducción e interpretación: 12.700 EUR

11. Servicios financieros: 1.560 EUR

12. Conferencias y seminarios: 41.000 EUR

13. Actividades de visibilidad: 4.000 EUR

14. Apoyo económico a terceros: 49.000 EUR
15. Otros costes: 2.000 EUR
16. Costes indirectos: 27.476,4 EUR

Costes totales: 419.996,4 EUR
	Hipótesis de partida:

Todas las actividades:

El ambiente político permite que los asociados y facilitadores se desplacen y desempeñen su trabajo con seguridad. Se asegura la disposición de personal y recursos económicos adecuados. Se puede garantizar la seguridad de las víctimas que buscan servicios jurídicos y de rehabilitación y que desean emprender acciones legales.

Actividades bajo el resultado 1:

La sociedad civil y el Gobierno aceptan la metodología basada en indicadores. El Gobierno empieza a implementar el nuevo marco legal y permite una supervisión significativa. Los datos sobre políticas públicas son accesibles de manera oportuna. El Gobierno se mantiene abierto al diálogo con la sociedad civil. La revisión del EPU de México se celebra como está previsto. La tortura sigue ocupando un ligar prioritario en la agenda de los Estados participantes en el EPU, los cuales siguen colaborando con la sociedad civil local.
Actividades bajo el resultado 2:

Expertos forenses nacionales mantienen su interés por la documentación de la tortura, su compromiso con el desarrollo de la Red y su voluntad de desarrollar sus destrezas. Las víctimas, incluidas mujeres, desean emprender acciones legales. Se identifican casos apropiados para litigación estratégica.

Actividades bajo el resultado 3:

Las víctimas, incluidas mujeres y víctimas del caso de Ayotzinapa, buscan servicios legales y de rehabilitación. Se recibe una cantidad suficiente de solicitudes de apoyo económico de organizaciones de la sociedad civil procedentes de regiones pertinentes, las cuales mantienen su voluntad de participar en todas las actividades del proyecto.


El coordinador podrá modificar unilateralmente las actividades y realizaciones, todos los indicadores y los objetivos correspondientes, los valores de referencia y las fuentes de verificación descritos en este marco lógico, de conformidad con la cláusula 9. 4 de las Condiciones Generales. Las eventuales modificaciones deberán explicarse en los informes, si es posible anticipadamente. En caso de duda, se recomienda consultar previamente al Órgano de Contratación para comprobar que las propuestas de modificación no afectan al objetivo principal del proyecto.
Aunque se permite incluir más de un objetivo específico, sobre todo en los programas complejos, es una buena práctica fijar un único objetivo específico / repercusión (principal). Cuando proceda, en la línea correspondiente a las realizaciones deberán figurar repercusiones intermedias con sus correspondientes indicadores (de repercusión): esta debería ser en tal caso la secuencia de abreviaturas: Rp (repercusión principal); Rpi1 (repercusión intermedia 1); Rpi2 (...); Rz 1.1. (realización relacionada con la repercusión intermedia 1), Rz 1.2., Rz 2.1., Rz 2.2. (...).
Definiciones:

«Impacto»: efectos primarios y secundarios producidos por la acción a largo plazo.

«Repercusiones»: los efectos probables o logrados a corto y medio plazo de las realizaciones de una acción.

«Realizaciones»: los productos, bienes de capital y servicios resultantes de las actividades de una acción.

«Indicador»: el factor cuantitativo o cualitativo o la variable que proporciona un instrumento sencillo y fiable para medir la consecución de los resultados de la acción.

«Valor de referencia»: el punto de partida o valor corriente de los indicadores.

«Objetivo» (u objetivo de resultados): el nivel cualitativa o cuantitativamente mensurable de realizaciones, repercusiones o impactos previstos de una acción.

Una «matriz de marco lógico» es una matriz en la que se recogen los resultados, las hipótesis, los indicadores, los objetivos, los valores de referencia y las fuentes de verificación relacionadas con una acción.

La lógica de intervención explica cómo, en un contexto determinado, las actividades darán lugar a las realizaciones, las realizaciones a las repercusiones y las repercusiones al impacto esperado. Las hipótesis más significativas desarrolladas en este proceso de reflexión deben incluirse en la matriz de marco lógico.
�Not very precise for an indicator.�You can maybe choose one of these to keep, for example: “existence of a formal structure” or “autonomy of the network”. One would be more than enough. It is better not to overpromise.


You can also just keep the quantitative one, just remember it has to be measureable. Stability and ability are hard to measure.


�What do you mean?


�Is it clearer?
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